Gerardo Antonio Restrepo Sánchez Vs Megabus S.A. y otros. Rad. 66001-31-05-004-2009-00167-03

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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Edgardo Antonio Restrepo Sánchez 
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Megabus S.A. y otros

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
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TEMAS:
INDEMNIZACIÓN MORATORIA / CUANDO LA ACCIÓN JUDICIAL SE INICIA DOS AÑOS DESPUÉS / CONTRATISTAS INDEPENDIENTES / RESPONSABILIDAD DEL BENEFICIARIO DE LA OBRA / 
Prevé el artículo 65 del C.S.T. que si a la terminación del contrato de trabajo, el empleador no cancela al trabajador los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, debe pagarle a título de indemnización, un día de salario por cada día de retardo, hasta por veinticuatro meses o hasta cuando el pago se verifique si el periodo es menor; pero, si transcurridos esos veinticuatro meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el trabajador no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria, el empleador deberá cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera, a partir de la iniciación del mes veinticinco y hasta cuando el pago se verifique. (…)
… a pesar del empeño en desmentir sus propias afirmaciones, se tiene que, como ya se dijo, el actor precisó en su demanda que la remuneración mensual era del orden de $620.000 e indicó que el horario desempeñado fue de 7:00 am a 5:30 pm, sin solicitar en el acápite de pretensiones el pago del trabajo realizada en horario extra, lo que permite inferir que éste concepto se encontraba satisfecho…

Dispone el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, que frente a los contratistas independientes y las relaciones laborales que surjan en desarrollo del objeto del contrato, los beneficiarios de las obras son solidariamente responsables “con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores”, “a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio”. (…)
… respecto a la figura de la solidaridad que se pretende imponer al municipio de Pereira, cabe señalar que no por encontrase bajo su administración las calles en las cuales se realizaron las adecuaciones, puede considerase como dueño de la obra, pues al igual que los demás entes públicos, las entidades territoriales ejercen un derecho de dominio solamente respecto a los bienes fiscales y así lo establece el artículo 674 del Código Civil.

En efecto, de acuerdo con esta misma disposición, las vías, carreteras, puentes, parques y caminos, son bienes de uso público, cuyo dominio no tiene titularidad, dado que su uso pertenece a todos los habitantes del territorio y no se puede pregonar el dominio de una persona en particular, aun cuando un ente público esté a cargo de su mantenimiento y conservación…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, tres de octubre de dos mil dieciocho
Acta número      de 3 de octubre de 2018
Siendo las tres y cincuenta (3:50) de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en asocio con su secretario, declaran abierta la audiencia pública de juzgamiento dentro de la que se resolverá la apelación formulada contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 29 de septiembre de 2017, en el proceso que EDGARDO ANTONIO RESTREPO SÁNCHEZ promueve contra MEGABUS S.A., HERNANDO GRANADA GÓMEZ, CESAR BAENA GARCÍA, CIVAL CONSTRUCCIONES LTDA y el MUNICIPIO DE PEREIRA.

ANTECEDENTES

1- DEMANDA

Aspira el actor que, previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido convenido con los integrantes del Consorcio Megavía 2004, le sean reconocidas y pagadas debidamente indexadas acreencias laborales tales como cesantías, intereses a las cesantías, primas, auxilio de transporte, vacaciones e indemnizaciones por despido injusto y moratoria.  

Para sustentar sus peticiones expuso que luego de que el Consorcio Megavía 2004 suscribiera el contrato Civil No 02 de agosto de 2004 con Megabus S.A., fue contratado laboralmente por aquel, de manera verbal, por un salario de $620.000 mensuales, para prestar servicios como ayudante, desde el 4 de octubre de 2004, con jornada de 7 a.m. a 5:30 pm, todos los días de la semana, en la construcción de un tramo del corredor para el sistema de transporte masivo Megabus.  Dicha labor la desarrolló hasta el mes de marzo de 2005, cuando, sin que mediara justa causa, se le informó que no continuaría prestando el servicio.

Expuso que Megabus S.A. es beneficiara de la obra en la que él prestó sus servicios, dado que según el certificado de existencia y representación tiene a su cargo entre otras actividades, la construcción del sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del área metropolitana.  Refiere también, que la malla vial donde se desarrollaron las obras es propiedad del Municipio de Pereira y que las mismas no son ajenas a las funciones del ente territorial.

Indica que las prestaciones, acreencias e indemnizaciones reclamadas en la acción no han sido pagadas por los demandados, a pesar de haber agotado la vía gubernativa ante Megabus S.A. y el Municipio de Pereira. 

2- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Los demandados se vincularon a la litis así:

MUNICIPIO DE PEREIRA.

Al contestar la demanda (fls. 94 a 101) sólo admitió los hechos relacionados con las funciones y objeto social consignado en el certificado de existencia y representación de Megabus S.A., de los demás, dijo que no ser ciertos, no constarle, o no ser tales. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló como excepciones las que denominó,  “Falta de legitimación por pasiva”, “Cobro de lo no debido” y “Rompimiento del nexo causal entre el hecho que se le imputa al municipio de Pereira y el daño”. 

MEGABUS S.A.

Al referirse a los hechos de la acción –fls 106 a 116-, sólo aceptó los atinentes a la suscripción del contrato de obra pública No 02 del 12 de agosto de 2004 con el Consorcio Megavía 2004, la interventoría de dicho contrato por parte del Consorcio EPSILON y el contenido del numeral 5.1.1. de su certificado de existencia y representación.  Los demás hechos aseguró no constarles o no ser ciertos.  Se opuso a las pretensiones y formuló excepciones tales como “Falta de competencia-omisión de reclamación administrativa del art. 6º del CPT”, “Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales” y “Prescripción”.  

Finalmente, llamó en garantía a la Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. –CONFIANZA-, para que en virtud de la póliza No 16-GU-001441 DE 2004, sea ella quien responda por las acreencias reclamadas en el presente trámite. –fl 174 a 177-.

CIVAL CONSTRUCTORES, HERNANDO GRANADA GÓMEZ Y CÉSAR BAENA GARCÍA.

Representados por curador ad-litem –fl 380-, no aceptaron los hechos de la demanda, indicando que no le constaban y que debían ser probados. Frente a las pretensiones indicó que se atenía a lo que quedara demostrado en el proceso.  

CONFIANZA S.A.

La llamada en garantía, se pronunció respecto a los hechos de la acción, así como frente a los que fundamentaron el llamamiento en garantía.  Estos últimos, los aceptó, haciendo claridad en lo referente a que su obligación contractual no incluye el pago de todas las acreencias perseguidas por el actor.  Se opuso a las pretensiones de su vinculación y presentó como excepciones de “Falta de la ocurrencia del siniestro”, “No cobertura de indemnización moratoria ni de intereses moratorios”, “Inexigibilidad del cobro conjunto de indemnización moratoria e indexación” “El trabajador perdió su derecho a la indemnización moratoria pues la demanda fue presentada después de los 24 meses de terminado el vínculo laboral”, “Máximo valor asegurado” y “Genérica”.
3- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Agotadas las etapas previas, se tomó decisión de fondo declarándose la existencia de un contrato de origen laboral entre Edgardo Antonio Restrepo Sánchez y Cival Construcciones Ltda, Hernando Granada Gómez y César Baena García, situación que llevó a la a quo a imponer condenas en su contra, y solidariamente a Megabus S.A.  

Para estos efectos indicó la juzgadora de primer grado, que no sólo las presunciones legales impuestas a los condenados por su actitud indiferente ante la litis, fueron determinantes para proferir decisión en dicho sentido, sino también la prueba documental adosada por las partes y la testimonial recibida por cuenta de la parte actora.

4- APELACIÓN

Inconforme con la decisión, la parte actora reprochó que la funcionaria haya declarado, sin ningún evidencia que el salario devengado por el actor era la suma de $620.000 y le haya dado más valor probatorio a la confesión que a la versión del testigo que informó que la remuneración mensual a favor del actor era equivalente al salario mínimo mensual vigente, pago que según las máximas de la experiencia es el que percibe el ayudante de construcción en las obras civiles.
Reclama también que no fueron decretadas las pruebas tendientes a esclarecer el monto real percibido a título de remuneración, ni se acudió a la prueba de oficio para desentrañar lo que es materia de debate, por lo tanto, ante la falta de evidencia que definiera el tema del salario debió aplicar la presunción legal consistente en que nadie puede devengar menos del salario mínimo mensual vigente establecido para cada año.
Por otro lado reprocha la limitante impuesta a la sanción moratoria, pues insiste que el fue el salario mínimo legal mensual vigente el recibido en su caso, por lo tanto, la limitante impuesta a la sanción moratoria deviene ilegal, así como la prescripción aplicada, pues la misma no fue formulada por la parte legitimada para hacerlo, pero que en todo caso fue interrumpida con la reclamación administrativa elevada antes de acudir ante el juez laboral.

A más de lo anterior evidencia que la jurisprudencia citada en la sentencia, determina que la fecha de exigibilidad de los intereses moratorios a los que es condenado el empleador cuando no ha cancelado salarios y prestaciones a favor de los trabajadores que devenguen un salario mínimo y tarden en demandar más de 24 meses, deben correr a partir de la fecha de la extinción del vínculo jurídico y no vencidos los dos años antes referidos, como lo determinó la a quo.
Expone también que la tardanza en iniciar la acción no obedeció a su afán de percibir una cuantiosa suma a título de indemnización, sino que se debió a las maniobras dilatorias y evasoras de su empleador que cerró las oficinas y se ocultó para no responder los reclamos de sus trabajadores.

Finalmente reclama la solidaridad del municipio de Pereira, respecto a las obligaciones a que fueron condenados los integrantes del consorcio Megavía 2004, pues considera que es el referido ente territorial el encargado de garantizar el transporte público, además de ser el titular de la obra, conforme lo conceptuó la Contraloría General de la República. 

CONSIDERACIONES

PRESUPUESTOS PROCESALES

En vista de que no se observa nulidad que afecte la actuación y satisfechos, como se encuentran, los presupuestos procesales de demanda en forma, capacidad procesal y competencia, para resolver la instancia, la Sala se plantea los siguientes:

PROBLEMAS JURÍDICOS

 ¿Qué salario devengó el actor durante el tiempo que prestó sus servicios a Cival Constructores Ltda, César Baena García y Hernando Granada Gómez?

¿Cuándo la acción laboral no es interpuesta dentro de los dos años siguientes a la terminación el vínculo qué consecuencias jurídicas se generan de ello? 
¿Es procedente condenar al Municipio de Pereira solidariamente, frente a las condenas impuestas contratistas que realizaron las obras para poner en funcionamiento el sistema de transporte masivo en la ciudad?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. LA SANCIÓN MORATORIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 65 DEL C.S.T.

Prevé el artículo 65 del C.S.T. que si a la terminación del contrato de trabajo, el empleador no cancela al trabajador los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, debe pagarle a título de indemnización, un día de salario por cada día de retardo, hasta por veinticuatro meses o hasta cuando el pago se verifique si el periodo es menor; pero, si transcurridos esos veinticuatro meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el trabajador no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria, el empleador deberá cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera, a partir de la iniciación del mes veinticinco y hasta cuando el pago se verifique.

Respecto al pago de los intereses moratorios cuando no se haya iniciado la acción ordinaria, ha sido uniforme y reiterada la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que en esos eventos los intereses se deben imponer desde el momento en que se presenta la ruptura contractual, entendimiento éste que reiteró en la sentencia SL 13934 de 13 de julio de 2016 radicación Nº 50015, en la que concluyó “Pero la reclamación inoportuna (fuera del término ya señalado) comporta para el trabajador la pérdida del derecho a la indemnización moratoria. Sólo le asiste el derecho a los intereses moratorios, contabilizados desde la fecha de la extinción de vínculo jurídico.”.
2. SOLIDARIDAD

Dispone el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, que frente a los contratistas independientes y las relaciones laborales que surjan en desarrollo del objeto del contrato, los beneficiarios de las obras son solidariamente responsables “con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores”, “a menos que se trate de labores extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio”.

 3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, ninguna controversia gira en torno a la existencia del contrato de trabajo entre el actor y los integrantes del Consorcio Megavía 2004; los extremos de la litis y la ausencia de pago de las prestaciones sociales a la terminación del vínculo laboral que lo fue el 4 de octubre de 2004, por lo que ningún pronunciamiento se hará al respecto.
Ahora bien, el recurrente cuestiona la decisión de primer grado de establecer como salario devengado la suma de $620.000, cuando no medió prueba que permitiera tal declaración, en tanto que la prueba testimonial y la presunción legal que obra a su favor respecto a que ningún trabajador puede percibir menos del salario mínimo legal.
Respecto a éste punto, la parte accionada compuesta por el municipio de Pereira, Megabus S.A. Cival Construcciones Ltda, Hernando Granada Gómez y César Baena García integrantes del Consorcio Megavía 2004,  representados por curador ad litem, manifestaron no constarles el salario devengado por el trabajador, el cual estimó en la demanda  y en la reclamación administrativa en la suma de $620.000, por lo que resulta inusual que ahora, con miras a incrementar el monto reconocido a título de indemnización moratoria, pretenda una suma inferior, sin detenerse a analizar que tal pretensión afectaría la liquidación de las prestaciones reconocidas a su favor en la instancia anterior.
Con todo y lo anterior, a pesar del empeño en desmentir sus propias afirmaciones, se tiene que, como ya se dijo, el actor precisó en su demanda que la remuneración mensual era del orden de $620.000 e indicó que el horario desempeñado fue de 7:00 am a 5:30 pm, sin solicitar en el acápite de pretensiones el pago del trabajo realizada en horario extra, lo que permite inferir que éste concepto se encontraba satisfecho, conclusión que encuentra respaldo en las manifestaciones del señor Gonzalo de Jesús Duque Toro, compañero de cuadrilla del señor Restrepo Sánchez en la construcción de uno de los tramos del corredor vial del sistema de transporte masivo, quien afirmó que el actor laboraba de lunes a domingo en el horario comprendido entre las 7 am y las 5 pm y que, como remuneración mensual percibía el salario mínimo más horas extras.
Por lo anterior bien podría concluirse, como lo hizo la juez al analizar el testimonio citado, que el salario, luego de demostrado el horario cumplido por el demandante,  era igual a $620.000 mensuales.  
En ese sentido, cae por su propio peso la afirmación de que el juzgado le dio más credibilidad a la confesión que a la prueba testimonial, no sólo porque como ya se indicó la declaración del señor Duque Toro, contrario a lo manifestado en la alzada, soporta la decisión del juzgado, sino porque ninguna sanción procesal, derivada de la inasistencia de los integrantes del Consorcio Megavía 2004 a la audiencia de conciliación, les fue impuesta debido a que se encontraban representados por curador ad –litem,  al paso que el interrogatorio de parte que debían absolver no fue decretado por esa misma razón.  Es más,  la a quo  en su decisión nunca habló de confesión sino que señaló que la suma de $620.000 anunciada como monto salarial por el actor en su demanda, no fue controvertida ni desvirtuada por los demandados.

En lo que toca a la inaplicación de las máximas de la experiencia en la valoración probatoria se tiene que la convicción de que un ayudante de construcción percibe el salario mínimo, en el presente asunto, según la reclamación administrativa visible del folio 37 al 59, no tiene respaldo, pues la  gran mayoría de quienes desempeñaron el cargo de ayudante, ayudante práctico, ayudante de construcción o ayudante raso, reportan salarios superiores, por lo que, en el caso de la construcción de la malla vial para la puesta en funcionamiento del sistema de transporte masivo no opera esa generalidad.

Todo lo anterior para avalar la decisión del juzgado de conocimiento respecto a la declaratoria de que el salario percibido por el actor es del orden de $620.000 y no el mínimo mensual legal vigente de la época, con lo cual queda descartada la necesidad de acudir a la presunción legal contenida en el artículo 145 del Código Sustantivo del Trabajo, así como la facultada oficiosa prevista en la legislación, pues se insiste, con la prueba testimonial y la actitud omisiva de los llamados a juicio resultaba suficiente para impartir las condenas impuestas, teniendo como salario base el reclamado en la demanda, por lo que ninguna modificación sufrirá la sentencia de primer grado en ese sentido.   

En ese entendido entonces, la liquidación de la sanción moratoria está acorde con lo dispuesto en el inciso 1º del artículo 65 del C.S.T. y el parágrafo 2º de la misma disposición, en tanto que el salario percibido por el actor era superior al mínimo legal para el año 2005.  

Ahora, esa misma disposición previene al trabajador cuyos derechos laborales considera insatisfechos, que debe acudir a la justicia laboral, dentro de los dos años siguientes a la terminación del vínculo laboral, para que puede reclamar a su favor la indemnización moratoria, consistente en el pago de un día de salario por cada día de retardo en el pago, en este caso, el señor  Restrepo Sánchez tardó más de 27 meses y 21 días para iniciar la acción laboral, con lo cual perdió la posibilidad de ser reparado conforme la norma en comento, con independencia de las razones por la cuales no acudió oportunamente a la administración de justicia, pues la norma no prevé la posibilidad de extender dicho término, como tampoco de interrumpirlo con la reclamación administrativa, dado que esta sólo tiene alcance frente la afectación del paso de tiempo sobre los derecho laborales, pero no frente a la exigibilidad de los mismos.
Dicho esto, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, citada en precedencia, cuando no se inicia la acción con la antelación señalada, corresponde ordenar el pago de intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación a partir de la fecha en que terminó el vínculo, que en este caso lo fue el 1º de septiembre de 2005, por lo tanto, el ordinal segundo de la sentencia recurrida será modificado para disponer que dichos réditos corran a partir del 2º de igual mes y año.
Finalmente, respecto a la figura de la solidaridad que se pretende imponer al municipio de Pereira, cabe señalar que no por encontrase bajo su administración las calles en las cuales se realizaron las adecuaciones, puede considerase como dueño de la obra, pues al igual que los demás entes Públicos, las entidades territoriales, ejercen un derecho de dominio solamente respecto a los bienes fiscales y así lo establece el artículo 674 del Código Civil.
En efecto, de acuerdo con esta misma disposición, las vías, carreteras, puentes, parques y caminos, son bienes de uso público, cuyo dominio no tiene titularidad, dado que su uso pertenece a todos los habitantes del territorio y no se puede pregonar el dominio de una persona en particular, aun cuando un ente público esté a cargo de su mantenimiento y conservación.

Ahora, si el asunto se circunscribe a que el municipio de Pereira es el beneficiario de la obra, habría que decir que la solidaridad declarada por la funcionaria de primer grado en contra de Megabus S.A. fue precisamente por esa calidad, y en relación con tal decisión ninguna objeción formuló el accionante, pero aun así, en gracia de discusión se atendiese que es el Municipio de Pereira, es el beneficiario de la obra por encontrarse bajo su administración las calles en las cuales realizaron las adecuaciones, también sería del caso reconocer, que siendo dicho ente territorial accionista mayoritario de Megabus S.A. y habiéndolo creado precisamente para estos efectos, no puede recaer sobre el ente territorial condena por este mismo concepto, por lo tanto, ninguna modificación sufrirá la decisión de primer grado en ese aspecto.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 60%.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. - MODIFICAR  el ordinal SEGUNDO de la sentencia recurrida el cual quedará así:

“SEGUNDO: CONDENAR como consecuencia de la anterior declaración, a Cival Constructores Ltda., Hernando Granada Gómez y César Baena García a pagar al señor Edgardo Antonio Restrepo Sánchez la suma de un millón quinientos treinta y cuatro mil novecientos catorce pesos ($1.534.914) por concepto de prestaciones sociales, vacaciones, auxilio de transporte e indemnización por despido injusto, los intereses moratorios causados sobre la suma de $566.968, que corresponden al valor de las prestaciones sociales adeudadas, a partir del 2º de septiembre de 2005 hasta la fecha en que se realice el pago de las mismas, liquidado con base en el interés bancario corriente certificado por la Superintendencia Financiera.”
SEGUNDO.- CONFIRMAR  en todo lo demás la providencia impugnada.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 60%.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES


ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

Impedida  
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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